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no sólo de la referida legislación, sino del recto entendi­
miento del alcance que las competencias implicadas tie­
nen en el bloque de la constitucionalidad. No resulta, pues,
atendible la pretensión del Estado de excepcionar para el
caso que aquí nos ocupa el carácter previo de la interven­
ción autonómica.

No puede ser ajeno a esta valoración constitucional
de la cuestión analizada el dato, destacado por este Tri­
bunal en varias ocasiones (entre otras, SSTC 227/1988
y 66/1991), de que la protección de la pesca y los eco­
sistemas fluviales constituye un fin constitucionalmente
legítimo al que todos los poderes públicos deben atender
en virtud de lo establecido en el arto 45.2 de la Constitución
que les encomienda la tarea de velar «por la utilización
racional de todos los recursos naturales», precepto que,
según ha establecido este Tribunal entraña una limitación
para el derecho a la propiedad (STC 227/1988).

En suma, tanto en los supuestos de otorgamiento de
nuevas concesiones como en los de modificaciones de las
condiciones de los aprovechamientos por la realización de
nuevas obras según los proyectos técnicos presentados
o por el incremento de los caudales derivados, la garantía
de la competencia-autonómica recogida en el arto 10.1 h)
del Estatuto de Autonomía para Asturias requiere de la pre­
via remisión al Estado de los preceptivos informes, por par­
te de los órganos correspondientes de la Comunidad Autó­
noma, sobre la situación de la riqueza pesquera y el daño
previsible en los ecosistemas a resultas de los aprovecha­
mientos hidráulicos.

5'. En cuanto a la pretendida posibilidad de sustituir
la intervención autonómica por el informe sobre pesca flu­
vial emitido por la Administración estatal el 5 de abril de
1968, debe advertirse que este Tribunal. desde fechas
muy tempranas, estableció que las Comunidades Autóno­
mas adquieren la titularidad de sus competencias por obra
de los respectivos Estatutos de Autonomía y que esta «atri­
bución ipso iure de competencia debe entenderse como
posibilidad. de ejercicio inmediato», salvo en aquellos
supuestos en los que para poder hacer efectivo ese ejer­
cicio resulta ((necesario e imprescindible» el traspaso de
servicios. En estos casos ((es constitucionalmente lícito el
ejercicio de las competencias por el Estado mientras los
servicios no son transferidos)) (SSTC 25/1983,
113/1983, 125/1983, 155/1990, etc). No obstante,
efectuados los traspasos de servicios debe entenderse que
la posibilidad de ejercicio de las competencias autonómi­
cas se produce de forma inmediata sin que, salvo que exis­
tan regímenes transitorios específicos y explícitos, la plena
aplicación de la nueva estructura territorial del ~stadodise­
ñada por la Constitución y los Estatutos pueda quedar
supeditada a circunstancias externas como, en este caso,

. a la libre decisión de los organismos administrativos encar­
gados de tramitar las concesiones, con el riesgo de que
esa aplicación· se dilate indefinidamente en el tiempo,
como lo prueban los más de veintiséis años transcurridos
en la tramitación de la concesión objeto del presente con­
flicto. En suma, desde la entrada en vigor del Estatuto de
Autonomía y, muy especialmente, desde la entradá en

. vigor de ·los correspondientes Decretos de traspasos, es
\; .la Comunidad Autónoma la que debe valorar políticamen­
f te las exigencias de conservación de la riqueza piscícola
I de los ríos que transcurren por su territorio, sin que esta

valoración pueda ser' sustituida por la de otros entes. "
;. ,', -' '. '

,:,,··.·.6~· Para conclúireste"razonamiento basta constatar
que; como ambas partesréconócen, e-ñ eleaso qué nos
ocupa laComuniclad Autónoméfl'lO pudo ejercer sucom- .
petencia sobre pescáfluvial ..concarác~er· previo al otorL
gamierito de la con'cesión de aprovechamiento hidráulico
'!Iedianteta,ResoluCiór'fde!7de;mayóde4~86;·EI- Estado'
atotorgar: esta concesiónsinetprevi()informedelaComl1-

"nidaa Aútónoma--desconoció',cptíes, lareferida.competerf.

cia autonómica, con lo que debe anularse la citada Reso­
lución al efecto de que la Comunidad actora pueda ejercer
su competencia de acuerdo con el aicance que la misma
tiene en el bloque de la constitucionalidad.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE. CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.° Declarar que corresponde a la Comunidad Autó­
noma de Asturias la competencia para emitir el informe
sobre pesca fluvial previo al otorgamiento de la concesión
del aprovechamiento hidráulico.

2.° Anular la Resolución de 7 de marzo de 1986, de
la Dirección General de Obras Hidráulicas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de julio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Luis López Guerra, Fernando García-Mon. y González
Regueral. Carlos de la Vega Benayas, Eugenio Díaz Eimil.
José Gabaldón López, Rafael de Mendizábal Allende, Julio
Diego González Campos, Pedro Cruz Villalón, CarIes Viver
Pi-Sunyer.-Rubricados.

20985 Pleno. Sentencia 244/1993,- de 15 de julio
de 1993. Conflictos positivos. de competen­
cia 1.108/86 y 624/87 (acumulados). Promo­
vidos por el Gobierno Vasco contra el Real
Decreto 1201/1986, de 6 de junio, por.el que
se regula elprocedimifmto para la obtención de
autorizaciones administrativas para la instala­
ción y funcionamiento de las instalaciones

. radioeléctricas receptoras de programas. de
televisión transmitidos por satélites de teleco­
municaciones del servicio fijo por satélite, y
frente a la. Orden de 30 de diciembre de 1986,
por la que. se desarrolla el Decreto precitar;Jo.
Voto particular. -

El Pleno del Tribunal Constitucional compue'siopor
don Miguel Bodríguez-Piñero y Bravo-Fer~er, Presídenté;
don Luis López Guerra, don Fernando García-Mon "Gon­
zález-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Euge­
nio Díaz·EifTlil..don Alvaro Rodríguez Be~eijo, don Vicente
Gimeno Sendra, don José Gabaldón López, don Rafaelde
MendizábalAllende, don. Julio González Campos, don
Pedro Cruz VillaIón y don Caries Viver Pi-Sunyer,· Magis-
trados, ha pronunciado . .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

'SENTENCIA

En los cónflictós positivos de competenCia acun:IlJIá­
dos númS; 1;108/86y624/87-i plahteadospor él Gobjer~
no Vasco. representadópor:'et Letrado don Javier Otaola .
Bajeneta,'contrael; Real· Decr'etd1201/1986;·de;oide ­
junio, pOI" el. qOs'sé regula 'et'procedimiénto para la obten:.
ción ·deautorizacibnes"administl"ativa$'para;la···instalaCión
de'füncionami'ento':1 de'''las;::¡¡'sfalacioliest".l''adi6eléétricas
receptoras;··de:p¡;ogramaS"~de:-televjsiónLtra-n-s.mitidb-stpor
satélite detelecotnunicacione.s del servicio fijtYpOl:sa~éJ.ité:

y frente 'a la~Otgem~e}30 -de:·dicieillbr'e: dei'-19867'p6~'la
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que se desarrolla el Decreto precitado. Ha comparecido
el Abogado del Estado ero la representación que legalmen­
te ostenta. Ha sido Ponente el Magistrado don Alvaro
Rodríguez Bereijo. quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 22 de
octubre de 1986. el Letrado del Gobierno Vasco. don
Javier Otaola Bajeneta. en· nombre y representación de
éste. promovió conflicto positivo de competencia frente
al Real Decreto·1201/1986. de 6 de junio. por el que se.
regula el procedimiento para la obtención de autorizacio­
nes administrativas para la instalación y funcionamientos
de las estaciones radioeléctricas receptoras de programas
de televisión transmitidos por satélite de telecomunicacio­
nes del servicio fijo por satélite.

2. Los términos del presente conflicto y su funda­
memtación jurídica resultan ser los siguientes. según se
fijan en Ji! demanda y en la documentación que a ella se,
adjunta: '
, A) La controversia surge de la diferente ubicación
competencial, que hacen ambas Administraciones del
Decreto impugnado. La Administración del Estado vincula
dicha normativa con el título recogido en el arto 149.1.21
C.E.• referido a las telecomunicaciones y a la radiocomu­
nicación; mientras la Administración autonómica ubica
esa disposición en el ámbito del arto 149.1.27 de la Norma

. fundamental referido al régimen de radio y televisión y
demás medios de comunicación social. La primera es una
competencia exclusiva del Estado. y la segunda se ordena
mediante la técnica de la compartición competencial con­
sistente en las bases estatales. y el desarrollo legislativo
y la ejecución autonómicas. .'

La demánda. antes de proceder a la exposición de los
diferentes argumentos en que se apoya. afronta la defini­
cióñ de algunos conceptos claves en esta discusión «que
tiene mucho de semántica)): difusión y telecomunicación;
y radiodifusión y radiocomunicación. El concepto de «di­
fusióm) se vincula directamente con una emisión dirigida
al público. es decir. a un receptor indeterminado; es deter­
minante. pues. para precisar el concepto de «difusión)) su
aspecto de servicio al público yde comunicación dirigida
a un conjunto de receptores. La idea de «telecomunica­
ción)) se refiere a aquellas comunicaciones que se man­
tienen a distancia por cualquiera de los medios técnicos,
existentes hoy en día y. normalmente. en condiciones de
bipolaridad entre puntos de comunicación determinados.
siendo posible la realimentación (feed back) entre emisor
y receptor; la «telecomunicación)) se plantea siempre entre
comunicantes concretos.y determinados a diferencia de
lo que ocurre con la «difusión)) que es algo conceptual y'
jurídicamente distinto. Se entiende por «radiocomunica­
ción)). según distintos Convenios internacionales. toda «te­
lecomunicación)) transmitida por medio de ondas radioe­
léctricas o hertzianas. Partiendo de los anteriores concep­
tos. puede decirse que la «radiodifusióm) no se singulariza
p()r sus características técnicas. sino porsus destinatarios.

!y;'por la función y la naturaleza del servicio. . .
\ .,' A la vista de todo lo expuesto. el Decreto controyertldo
'pretende regular el sistema de recepción de televisión de
unos programas destinados al-público y transmitidos. en
este caso. porsatélite;es.esencial aquí el fenómeno .de
comunicación entre ,emi~ory receptores a través de un .
cierto medio. ,En consecuencia: se hace evidente que el
sistema. de,autorización de las antenas,con.capacidad téc­
nica; paTa:,la,re.éepción .de..programas .de.televisión.Jrans­
n)i~d.os·pOJ:satéljtEHJeb~intégrarsedentro del régimen de
ordénación.de,Jos.in~djos..de cpmunicaciÓn social. ya:que

. tod"i,):.eUotiene una~transcendenciasociarqueafecta a ,la
infórmación,Y::a;Ja¡,ciJltura,;,..~o,~efinitiva.;:e~!steuna'clara

vinculación de la ordenación discutida con la materia de
medios de comunicación social. Esto hace que los títulos
estatales más genéricos sobre telecomunicación y radio­
comunicación deban ceder ante el más específico de
radiodifusión. pues aquéllos se centran en los aspectos
tecnológicos de la normativa y referidos al medio de trans­
porte de la información y éste atiende a la presencia de
medios de comunicación social; no es casualidad que el
arto 149.1.21 C.E. recoja. junto al título estatal sobre tele­
comunicaciones y radiocomunicación. los títulos acerca
de los transportes terrestres. ferrocarriles. correos y telé­
grafos.

B) Una vez sentado que la controversia radica en el
campo de la radiodifusión... es fácil precisar el orden' de
competencias que, debe seguirse de acuerdo con las
SSTC 26/1982 y 44/1982. En la primera de estas reso­
luciones (fundamento jurídico 7.°) se reconoció que el prO-:
ceso de otorgamiento de emisoras de radiodifusión con
modulación de frecuencia resulta compartido entre el Esta­
do y las Comunidades Autónomas. correspondiendo a
aquél emanar las normas delimitadoras de la utilización
del espectro radioeléctrico y otras condiciones técnicas e
incumbiendo a las Comunidades Autónomas la resolución
de las solicitudes de concesión de emisoras. En estos mis­
mos términos se plantea la reclamación de competencia
que se formaliza en este conflicto. La segunda de las Sen­
tencias indicadas (fundamento jurídico 8.°) reitera como
conClusión que el orden de competencias en materia .de
radiodifusión es un proceso compartido entre el Estado y
las Comunidades Autónomas. Y parece razonable pensar
que ese orden de competencias. en relación con los apa­
ratos receptores. debe ser el mismo que respecto de los
emisores. ya que la radiodifusión. en cuanto a fenómeno
de comunicación. no puede ser dividida.

El dato de que la Exposición de Motivos del Decreto
discutido destaque la presencia de Acuerdos internacio­
nales en esta materia no puede oponerse a las razones'
competencialesexpuestas. puesto que nos hallamos ante
una competencia puramente ejecutiva y relativa a la regu­
lación de las autorizaciones para la instalación de aparatos
receptores. así como para la regulación de los proced~

mientos de autorización. Que algunos aspectos de esta
materia vengan regulados por Tratado~ internacionales
suscritos por España en nada afecta a la 'solución de la
controversia competencia!. porque es~ misma'circunstan­
cia ya se producía en relación Con la concesión de emi­
soras de radio en frecuencia modulada y.sin embargo. se
reconoció en ellas por el.Tribunal Constitucional la com­
petencia en favor de la Comunidad Autónoma; dicho esto
sin perjuicio Qe lo dispuesto en el arto 20.3 del Estatuto
de Autonomía respecto de la ejecución por parte del País
Vasco de aquellos Tratados y Convenios que afecten a
,materias de la competencia autonómica.

. Tampoco puede ar9.üir~e qUe un satélite pueda tener
unautilizacióri múltiple ~telecoi'nunicacióno difusión-.
porque esa circunstancia no desnaturaliza el aspecto de
difusión que posee la autorización de estaciones recepto-·
raspara el público.·" .' - ,..'

Debe. en suma. darse prevalencia al elemento inten­
cional presente en la ocdenación discutida y relativa a la
recepción de unos programas por parte de un público inde­
terminado. y admitir la naturaleza puramente ejecutiva y
autohómica de' las competencias discutidas que'han. de

. entenderse acantonadas en el art. 149.1.27 e.E.. .
:{., De' acuerdo.eón todoclo expuesto. se soliCita que se
reconozca~ta.<:0r:npf)!~llcia-~el,' ~a.ís Va~c6 en,la ·r:natf)ria~.

.y que se declare.EmC(;mS~cuencla;lan~hd~.~ ~~J~s!l~s-,~4.i .
5y:7d~l~e~l,p~cr~toobJetodel confllcto..: ¡:::~.Z;!:;"~?;~~;
'-f&_~"i...,:~-:- :;'.;,<ih"-'_~h:' 'C:.,?!; -~o~¡,1";"l:'i:,~'_'·H:::§!"J.· ...,:j·:~_·......~tJ"¡ é:';_._"-:-'~ .. -;-,-,. -::'.!~ ~"-">.';- "-: ~ ". ~_d ..'t--:- .. ''J~,,::')

·~:'.i3.1A~oiprovidenciade 29deoctubre de1986;.IaSe~
clónTérceradelPleho acor,dó: adrnjtiratrámite el presente
~o..~f1icto~.daJ;,.trasladoaJ {3obierno. a través desu;Preside~~
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te, de la demanda y documentos que a ella se adjuntan,
con el fin de que formulasen las alegaciones que estimaran
procedentes en el plazo de veinte días (art. 82.2 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, en adelante, LOTe);
dirigir comunicación al Presidente del Tribunal Supremo
a los fines previstos en el arto 61.2-LOTC; y publicar la for­
malización del conflicto en el «Boletín Oficial del Estado»
y en el «Diario Autonómico» correspondiente.

4. El Abogado del Estado, en representación del
Gobierno y por escrito de alegaciones registrado el 12 de
diciembre de 1986, solicita que se declare la titularidad.
de la competencia controvertida y formula las siguientes
alegaciones, ahora expuestas de manera sucinta:

A) El Gobierno Vasco considera que nos encontra­
mos ante una modalidad de radiodifusión. A partir de ese
concepto, el resto de la' demanda se construye con faci­
lidad dentro del título competencial del arto 149.1.27 C.E.,
sin más que destacar la naturaleza ejecutiva de las facul­
tades controvertidas. En contestación a esta tesis, es pre­
ciso sostener, como ya se hizo en lafase de requerimiento
previo, dos argumentos: estas ,emisiones y estaciones no
son parte del servicio de radiodifusión, ya que se integran
dentro del servicio de radiocomunicaeión en su variante
de servicio fijo por satélite; y el objeto de la regulación
impugnada no es, en ningún caso, la comunicaci6n social
sino, antes bien, su soporte técnico que resulta claramente
encuadrable en el arto 149.1.21 C.E.

En efecto, el servicio fijo por satélite no está destinado
al público en general. sino a una estación terrena fija; pre­
viamente autorizada por los participantes en la propiedad
y explotación del satélite mediante las correspondientes
contraprestaciones; a su vez, la estación fija transmitirá
luego lo así recibido en la forma que queda establecida:
Todo esto queda explicado conclaridad en los informes
emitidos por la Dirección General de Telecomunicaciones
que a lademanda se,adjuntan como documentos núms. 1
y 2, Yen los que se utilizan distintas definiciones dima­
nantes del Convenio de Nairobi de 1982. ratificado por
España y' publicado en eleeBoletín Oficial del Estado» el
22 de abril de 1986.y de sus Reglamentos anexos; se dis­
tingue allí nítidamente (Reglamento de Radiocomunica­
ciones, núms. 3.3 y 3.18) el «servicio fijo por satélite», que
es el objeto de la presente regulación, y el «servicio de
radiodifusión por satélite». cuestiones ambas conceptual­
mente distintas yen las que se emite en frecuencias dife­
rentes. Se refieren también estos informes al Convenio qi-ie
establece la Organización Europea de Telecomunicacio-:
nes 'por Satélite (EUTELSAT), igualmente ratificado por
Españ,a y publicado en el IIBoletín Oficial del Estado»' de
1 deoctubrede'1985; así como se razona en ellos que
el hecho 'de que estas'emisiones;qu'e no van destinadas
al público, puedan ser captadas hoy por antenas de menos
de dosmetrosde:diámetro a causa del prog'reso tecno­
lógico~ no cambia la' naturaleza dé las emisiones. Consta
también en estos, informes la' atribución de frecuencias
en GHz, extremo en el que aparecen diferenciadas las fre-'
cuencias correspondientes a la radiodifusión por satélite
yaJa del serviéiofijado por satélite. " :;. '"
i>:Todo ello justifica plenamente la, inclusión de la regu-.
.\aclón'controvertida'en el título, estatal eX' art: 149-1.21:
p.E. sobre~elecomünicaciónés V. radiocomunicación.· ~,"r
.r:":~·.Estan.~~rarez.é;ldiferentedeJ«seryic!o fijo por-sat.élite~
d~n'Vad~un hechoelemenfal~'elsatélIte es de lapropIedad
'de'una'organizaci6n intemaeiónal'yviene,explotaddeco-'
!\cSilíi<:amehtéi pQrlosparti¿ipantes'(Io~ signatarios) énla'
orgarljia<:i6n'pto'plétaria~'quiéne:fáutorizan: lasesta'cioneS'
fijas' mediante:contráprestacion~sfsiendo<inéluso'posiblé''

• prolliblrtesasHuevas alltéfJii§ tal y'cómil'se 'razonifén'el!
informiNíÜffiP'2~')sEFéstableCé·E!rf'ePart.'b15'dEW'Aéüefdoi
de'EXprótaCion ·lenél'ConViHli()'dela:EUTElSAT:IEspr'@
ciS(W;aaéh1as:¡rdé~tacar'liflinciaerlcia:erlf~l;t~má)de''dó~

documentos complementarios: la Recomendación T/T2
de 1982 de la Conferencia Europea de Administraciones
Postales y de Telecomunicación (C.E.P.T.) (documento
núm. 4), y el texto de la Propuesta de Directiva del Consejo
de la C.E.E. sobre este tema (documento núm. 5).

B} El segundo argumento a usar en oposición a la
demanda ya se ha dicho que es la constatación de que
la regulación impugnada se sitúa dentro del arto 149.1.21
C.E. Una tesis que la Abogacía del Estado ha venido sos­
teniendo en otros recursos y entre ellos en el conflicto de
competencias núm. 994/86. A diferencia de las compe­
tencias autonómicas en materia de radiodifusión sonora
o en sentido estricto, las relativas atelevisión tienen unos
límites más perfilados, Es eJl este punto decisivo el Esta­
tuto de Radiotelevisión Española que establece la titula­
ridad estatal del servicio. Las competencias que las Comu­
nidades Autónomas pueden ostentar en materia de tele­
visión sonúnicamente las derivadas del tercer canal. regu­
lado porla Ley46/1983,de 26 de diciembre. En él se esta­
blece la titularid~destatal de 'la infraestructura.. técnica
(art. 2), sin perjUiCio de la concesión y. expresamente, en
su Disposición adicional primera se dice que queda reser­
vado en exclusiva a RlVE para todo el territorio español
los sistemas de emisión y transmisión mediante cable,
satélite o cualquier otro procedimiento de difusión desti­
nado mediata o inmediatamente al público.

La claridad de esta norma legal delimitadora de la com- .
petencia hace innecesaria cualquier otra consideración y
sirve para reforzar tanto la primera línea de argumentación
como la segunda utilizada en estas alegaciones.

No obstante, aparte del precepto legal indicado, espre­
ciso insistir eh que aquí se está regulando el soporte téc­
nico y no el medio de comunicación social todo lo cual
se inscribe claramente, en todo caso, en el art. 149:1.21
e.E. y máxime en una materia sujeta al cumplimiento de,
complejas obligaciones internacionales en el plano técni­
co, como hemos visto. Puede citarse también' el Real
Decreto 1704/82, de 3 de septiembre, sobre tenencia y
uso de equipos y aparatos radioeléctricos y condiciones
para el establecimiento y régimen de estaciones radioeléc­
tricas, no impugnado hasta ahora por ninguna Comunidad
Autónoma, precisam'ente por referirse al soporte técnico'
de las emisioneS y no a las, emisiones mismas, y estar, por
consiguiente, amparado por el arto 149.1.21 C.E.'·""

, '. '.. ,_'o ,._

,5. EI12 de mayo de 1987 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal un escrito del Letrado del Gobier­
no Vasco, don Javier Otaola Bajeneta, por el cual. en nom­
bre y representación de aquél se promueve conflicto posi­
tivo de competencia frente a la Orden, de fecha 30 de
diciembre de 1986, por la que se desarrolla el citado- Real
Decreto :1201l1986, de 8-dejunjo.' , ,)" .

, -~~ ,.' '.', <',- .> '., :' ~ - .. ..=---> \
.' 6.- La demanda deconflictosefund~enlassig~ientes

alegaci9nes:... .. , "
'. A) Después de reiterar los argumentos contenidos
en la demanda ,del conflicto anterior -'Que por' ello no
es preciso reproduciraquí-, se llega a la conclLJsiónde
que la Ordetlrecurrida pretende completar la regulación
del sistema de recepción dela televisión transmitidapor
satélite y destinada ál público; Los títulos más generales
del Estado sobre telecomunicación y radiocomunicación
deben cederante el más específi~oycompartido'de
radiodifusión, que'atañe"alfenómenodela comunica­
ción 'socialtáritoerl'el asp'e~toemiso(como en'elrecép:.
té>rt![>1-~j?~~ ~->ffl;:;_i~f> '-~,:;:j' 1 Z~'tTo; (~'~")r.(' 'i..:o i -S)1'11~r¡ {)~'~;." '>~_:-"·:-S·~)i~h_.~'(X6

a'é;rBl'<RésjféCf¿icje'la'impugnaCióri depreéeptos'conc,.e.;, ~
tos'de la Orden;en'elar1."2se ásUme»orlaAdministraci6n-¡

~~~~f!ij~~;~~~~Jté~clttt:dpU~~~¿j~~c¡iR~~W~6~·~I~
recépCi6n"'ae'~so1iéltUdeS';tJe'JalitoríiaCión':'áaminiSti'~ñvá'"
para 'Iél' instala~ióri'y fLÍnéíónamient(Vae'eStéicioñeS':te~· .
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nas receptoras. algo que. sin embargo. debe corresponder
a la Administración vasca.

De la misma manera. se reclama la competencia para.
una vez aprobado el proyecto. autorizar la habilitación a
los titulares para la instalación y funcionamiento dela esta­
ción terrena receptora y. en su caso. para su conexión a
una antena colectiva (art. 5.1 de la Orden). En el aparta­
do 2.° del mismo precepto legal se menciona a la Dirección
General de Telecomunicaciones a efectos procedimenta­
les. mas. de nuevo. es la Administración vasca a la que
incumbe recibir los envíos de certificaciones que atesti­
güen la elaboración del proyecto según lo inicialmente

, aprobado. Vuelve el apartado 3.° delart. 5 a facultar a la
mencionada Dirección General para decretar la caducidad
de la autorización administrativa en ciertos supuestos. una
actividad. de ejecución' que corresponde a la Administra-
ción vasca. ' ,

Las facultades de inspección de estaciones terrenas
receptoras a que se refiere el arto 7 se reclaman en cuanto
son una actividad más de ejecución que no puede corres­
ponder a la Administración del Estado.

Por ,último. el arto 8 de la Orden establece que es pre­
ciso que los titulares de estaciones terrenas receptoras.
con anterioridad a la entrada en vigor del mencionado Real
Decreto 1.201/1986. declaren a la Dirección General de·
Telecomunicaciones su existencia. Es ésta otra facultad de
simple ejecución que debe corresponder a la Administra­
ción vasca evitando innecesarias duplicaciones adminis­
trativas que confunden al administrado y añade una com­
plejidad indeseable a la materia.

En virtud de todo lo expuesto se solicita que se dicte
Sentencia por la que se declare que las competencias con­
trovertidas y ejercidas en losarts. 2.5. 7 y 8 de la Orden
recurrida corresponden a la Comunidad Autónoma del
País Vasco y no a la Dirección General de Telecomunica­
ciones. Por otrosí se solicita la acumulación de este con­
fticto al núm. 1.108/86 a.los efectos de sutramitación y
decisión unitaria. .

7.· .Por providencia de 20 de l'Dayo de 1993, la Sec­
ción Cuarta del Pleno de este Tribunal acordó: admitir a
trámite el conflicto positivo de competencia; dar traslado
de la demanda y documentos presentados al-Gobierno de
la Nación para conocimiento'de la Sala de lo Co.ntencio-

. so-Administrativo de la misma a los efectos. en su caso,
de lo dispuesto en.el arto 61.2"LOTC; abrir un'trámite de
alegaciones sobre la acumulación de procesos solicitada;,
y pUblicarla incoación del conflicto en el «Boletín'Oficial
del Estado)) y del PaísVasco para'general coríocimientd.

~_. . O"~'.: ; '_._ ~ . ' • . .. • _. ..' ._ " " •

'8;" Mediante escrito presentado en este Tribunal el
19 dejunio de 1987~ el Abogado del Estado, en la repre­
sentación procesal del Gobierno que la Ley le confiere. eva­
cuó el trámite de alegaciones poniendo de manifiesto que.
las argumentaciones de la derpanda eran una reproduc­
ción de las presentadas en el conflicto anterior
(num. 1.108/86}.por tratarse la Orden impugnada:de un

~, ~es~rrdllo del Decre~o .discuti~o en el primer ~onflicto;
\ .razon por la cual subslstla la validez de las'alegaclones for­
~ muladas en su día en oposición a la primera demanda. En
r S4 virtud, se solicitó que sedeclarara la titularidad estatal
dÉn~s:competenciáscontrovertidas.'; ,', '

:''::-~Y'"iú''''-:'~''r'.''''' .~',. ,,~:_:_' .:..-._....-~.,_.'-. .'- .i. ..~.- "., ~i,. ." ;-;. _,

:;:r~~~+:~or··Auto 'de 30de junio de 1987¡ el Pleno acordó)
acifliltllar"et'corifJicto': positivodecompetencia¡'
"núm~e24/8;7.;alfegistradoconelnúm/J:1 08/86, ambos'

~~g¡~~e~~~~~~~~~J,~~~0i~~~'~~:ie.:¡i:j~i/~t;l';~:::'.t~~'!:;j;;~f¡;;tU '
;;c~"'!~ O~v"; p:'orprovld~Jlcia qe .13,de júlio de;1993~:'seácor;, '

,,,deS,se,ñé!lff el~~ía;l?q~JlTlisrllóme~y.af.lppara~el!b~rac,ió.ry~
y,v()t~clon#eta:pr~~e.me;,S,erltellcla.jr~;t;;~"?:*6¡j~¡:;~;t"'il';~!~1b~;A:-¡'"

11. Fundamentos jurídicos

1. El Gobierno Vasco impugna. en sendas demandas
por las que promueve dos conflictos positivos de compe­
tencias. respectivamente. el Real Decreto 1.201/1986.
de 6 de junio. por el que se regula el procedimiento para
la obtención de autorizaciones administrativas para la ins­
talación y funcionamiento de las estaciones radioeléctri­
cas receptoras de programas de televisión transmitidos

,por «satélite de telecomunicaciones del servicio fijo por
satélite»; y la Orden del Ministerio de Transportes. Turismo
y ComUnicaciones. de fecha 30 de diciembre de 1986.
por la que se desarrolla el precitado Decreto.

Según la Comunidad Autónoma promotora de estos
conflictos. las regulaciones estatales discutidas sólo pue­
den encontrar cobertura. por razón de sus contenidos. en
el título competencial atinente al régimen de prensa. radio
y televisión y. en general. de todos los medios de comu­
nicación social (art. 149.1.27 C.E.); y. dada la naturqleza
estrictamente ejecutiva de las facultades que a la Direc~

ción General de Telecomunicaciones atribuyen estas dis­
posiciones ordenadoras del procedimiento para el otorga­
miento de autorizaciones administrativas en la materia. no
puede sostenerse que los preceptos impugnados caigan
en el seno de la competencia estatal para emanar norma5
básicas de la radiodifusión.

El Gobierno de la Nación. porsu parte. aduce en defen­
sa de las disposiciones impugnadas que no hay en ellas
ánimo alguno de regular un fenómeno directamente ati­
nente a un medio de comunicaciónn social. qlie justificaría
el alojamiento de esa ordenación en la competencia com.,
partida entre el Estado.y las Comunidades Autónomas
sobre radiodifusión (art.149.1.27 C.E.). sino que la regu­
lación afecta al soporte técnico de la radiocomunicación
mediante un satélite de telecomunicaciones en específi­
cas bandas de frecuencias .radioeléctricas. y que estos
aspectos meramente instrumentales corresponden a la
competencia exclusiva del Estado para ordenar la teleco­
municación. en general. y la radiocomunicación, en par­
ticular, según el arto 149.1.21 de la Norma fundamentaL

2: La discrepancia entre ambas Administraciones
implicadas, según se ha expuesto. es claro' que responde.
a una diferente interpretación de las reglas de deslinde
competencial recogidas en el arto 149;1~ núms. 21 y 27
C.E.• así como respecto de la selección del título aplicable
de entre estos, a la. hora de enjuiciar la cobertura compe- .
tencial de las dos disposiciones controvertidas:

. Para la soluCión de ~sta controvérsiaconstitucional,
cabe remitirse a la fÍJndamentación ya eXPl,Jesta con deta­
lle en la STC 168/1993. que analiza desde la perspectiva
competf;lncialla Ley de Ordenación de las Telecomunica-

, ciones, y en cuyo fundamento jurídico 4.° interpr~tamos
con carácter general (dicho ahora en síntesis y sin perjuicio
de las limitaciones, y matices que en esa fundamentación
se hicierori)·ambos títuloscompetenciales, destacando sU
alcance distinto y sosteniendo que no pueden superponer­
se o solaparse, si bien se limitan entre sí mutuamente: una
competencia exclusiva del 'Estado para ordenar la teleéa-,
municación y la radiocomunicación (art. 149.1 ;2.1 C.E.), y
otra compartida con las Comunidades Autónomas acerca
de la radio y la televisión en cuanto medios de comuni­
cación social. en la que sólo incumbe al Estado dictar las

,normas básicas (arte149.1.27 C.E.). El punto de conexión
que permite seleccionar,la aplicación de uno.uotro título,
es"por:una.parte, la ¡directa relación dela radiodifusión,
en cuanto medio de' comunicación social. con las liberta-,
des,yderééhbSf':úldarnentales recogidos enelaÍ1.,20. C.E~·;
y.reféridos'd}3 álg'ún modo al derecho a comunicary recibir.,
ir'lforrnación:y a·lalibertad de expresión, circurístancía' que, • ,
hélce que:tanto la radio como Ia.televisión configuren' un,.
f~nómeno,~én,esencia;¿no)distinto al~ prensa; juega en: '- ". - . -- ._, '. -' -, - ~
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estos casos el arto J49.1.27 C.E. como regla de distribu­
ción competencia!. Mientras. en cambio. aspectos técni­
cos claramente atinentes a la regulación del soporte o ins­
trumento del cual la radio y la televisión se sirven -las
ondas radioeléctricas. hertzianas o electromagnéticas­
quedan dentro de la competencia estatal exclusiva ex
arto 149.1.21 C.E. para ordenar el dominio público ra­
dioeléctrico; dominio que no es ocioso ahora recordarlo.
es susceptible de distintos usos para otros tipos de comu­
nicaciones qu~se efectúan también mediante ondas ra­
dioeléctricas y distintas de la radiodifusión; razón por la
cual es menester una ordenación unitaria del probler:na
mediante la asignación de frecuencias y potencias para
cada uno de los usos. en cumplimiento de la disciplina
internacional del tema. así como la previsión de otros pro­
blemas como. v. gr.• puede ser' la evitación de interferen­
cias. Dicho esto con la advertencia de que el empleo de
uno u otro punto de conexión debe venir presidjdo por una
inevitable cautela: habida cuenta de que el título compe­
tencial del' arto 149.1.21 C.E. es virtualmente más expan­
sivoqueel dispuesto en el arto 149.1.27 CE Ypara impedir
una injustificable exclusión de las competencias autonó­
micas sobre radio y televisión aquella regla de deslinde
debe ser interpretada restrictivamente.

3. En efecto. el Decreto y la Orden·impugnadas por
el Gobierno Vasco llevaron a cabo una regulación de un
procedimiento encaminado a la obtención de la correspon­
diente autorización administrativa por parte de quienes
.deseasen instalar y poner en funcionamiento estaciones
terrenas receptoras de programas de televisión transmi­
tidos por satélite de telecomunicaciones y destinadas a un
uso individual o a conectarse a instalaciones de 'antenas
colectivas (art. 2 del Decreto). La finalidad de dicha nor­
mativa era regular las características que debían reunir las
antenas receptoras de televisión por satélite. tanto si eran
utilizadas para emisiones de telecomunicación «punto a
punto») como para emisiones de televisión «punto-multi­
punto». con el fin de impedir la interceptación por aquéllas
de otras señales y la violación del secreto de las teleco­
municaciones en las emisiones que no iban dirigidas al
público en gen~ral. Y. además. y sobre todo. establecer
una ,regulación. hasta entonces inexistente, de los requi­
sitos y condiciones técnicas que debían reun,r los equipos
para estaciones receptoras, para su comercialización y
para su instalación y puesta en funcionamiento..

Para mejor comprensión del problema conviene traer
a col§lción la evolución legislativa al respecto. .

A) Al aprobarse el Real' Decreto discutido, existía en
España sólo una.regulaciéln de las estaciones receptoras
de televisión terrena (Ley 49/1966. de 23 de julio, de'
antenas' colectivas. dictada' para hacer frente, tras el
desarrollo de la televisión y el establecimiento del segundo
programa, al problema ocasionado por el exceso de ante­
nas individuales en espacios .limitados como son los de
cualquier inmueble; la Ley vino a hacer obligatoria la ins­
talación de antenas colectivas en inmuebles de cierto
tamaño. para la recepción de emisiones de televisión. y
radiodifusión en frecuencia modulada. La aparición más

; . tarde de emisiones de televisión por satélite destinadas a
~ ¡su recepción por el público en general supuso una impor­
.~ tante innovación en la materia, habida cuenta de que
!' dichas emisiones pasaron de ser emisiones.«punto a puno;

tO) de voces y datos -e/llamado' servicio fijo por satélite-;
como tradicionalmente ocurría, a emisiones eepunto-mul-'
tipui'lto»)'de :imagen y sonido --televisiórl--"-; según· fueron"
haqiéndose.las antenas receptoras de menores dimensio­
nes en· virtud ,delavance'tecnológico,' circunstancia que:
permitió':el. acceso a· este otrQuso de'lasemisiones'por.:.
parte de/ público eri.general."~'.jG~ ."lie..:j¡;¡,~, ''''''''f 'ii ,'í,. '1~1.

.8{"f ·EIReal Decreto:co,ntrovertidovinoadar respuesta jurr"f~
.dicá·al:núevofenómeno técnico..reg~lándo.de manera UM!

taria las estaciones receptoras de ambas clases de emi­
siones (art. 1.2). con el fin de ordenar los reqLlisitos y con­
diciones técnicas de los equipos y garantizar el secreto de
aquellas comunicaciones que no fueran dirigidas al públi­
co en general. Para ello. dicho Real Decreto partió de la
normativa estatal entonces existente configurada por el
Real Decreto 2704/1982. de 3 de septiembre. sobre
tenencia y uso de equipos y aparatos radioeléctricos. par­
cialmente modificado por el Real Decreto 780/1986, de
11 de abril. cuya adecuación al orden constitucional de
competencias enjuiciamos en la STC 167/1993. Es sabi­
do que ese Real Decreto 2704/1982 fijaba un régimen
de autorización administrativa para la tenencia y uso de
cualesquiera equipos radioeléctricos, régimen que en la
citada STC 167/1993 -al enjuiciar una modificación del
mismo- entendimos que caía dentro de la competencia
estatal para ordenar de manera exclusiva las telecomuni­
caciones y la radiocomunicación (art. 149.1.21 CE}. El
Real Decreto que ahora nos ocupa viene también a
desarrollar y concretar esta normativa (art. 1.1). mante­
niendo la necesidad de la autorización administrativa para
la instalación y funcionamiento de los equipos de que se
ocupa (art.4). y precisando la necesidad de cumplir los
equipos las condiciones existentes (art. 3); razón por la
cual debe merecernuestra misma opinión sobre su encua­
dre competencial dentro del art, 149.1.21 de la Norma
fundamental.

B) En fechas posteriores al Decreto aquí discutido.
la CEE. ha dictado una regulación cada vez más detallada
de este sector (el mercado de equipos terminales de te­
lecomunicación) referida tanto a las condiciones técnicas
de los equipos y aparados como a las normas que ordenen
su venta. fabricación e importación. Así, la Directiva del
Consejo 86/361 /CEE, «relativa a la primera etapa de·
reconocimiento mutuo de la homologación de equipos
terminales de telecomunicación»; encaminada -como
indica su rúbrica y explicita el preámbulO'-a conceder
validez a las pruebas de homologación efectuadas en los
Estados miembros. lo que inevitablemente debía llevar a
la definición de especificaciones técnicas comunes, y, en
una segunda fase. a un mercado abierto y unificado de
equipos terminales. Y, luego, la Directiva de la Comi­
sión 88/301 /CEE, «relativa a la competericia en los mer­
cados terminales de telecomunicaciones». dictada a cau­
sa del rápido incremento de los diferentes tipos de ter­
minales y a los progresos tecnológicos y dirigida a facilitar
que los usuarios elijan libremente entre los aparatos que
necesitan, independientemente del Estado miembro de
procedencia. y, más tarde, la Directiva del Conse­
jo 91/263/CEE~«relativa a la aproximación de las legis­
laciones de los Estados miembros sobre equipos termi-,
nales de telecomunicación, incluido· el reconocimiento
mutuo de su conformidad». Del conjunto de estas Direc­
tivas se desprende un régimen jurídico que tiende a la
libertad de comercialización de los equipos que cumplan
unas determinadas normas técnicas. Etn una.primera eta­
pa estatales. pero progresivamente europeas; cumpli­
miento que puede acreditarse, en un primer momento.
con un certificado de la autoridad nacional y.con poste­
rioridad. por cualquier autoridad de la CEE. o, inclt:lso.
mediante una autocertificatión del.fabricante o provee-'.
dar (art. 2.1 dela Directiva S1l263/C.E.E.). ' .'

'C) Por!o qué atañe a las antenas receptoras de tele-
_visión por satélite. que regula élDecrefoobjeto derpre-:.

sente conflicto, el Derecho ComunitarioEuropeo las regula
como unos aparatos1erminafes más, siempre que Ílosean;
conectadas de nuevo a 'redes pú.blicas~Ycontemp/aque
será requisito para/a: comercialización de los.,equipos'ia "
autocertificación'dElI fabricante:] (aft¿ l-:'de' la·Dirécti- •.

, va 88/30l/C E E'}.iiiA7~~.~;p,'."~ S¡·~7."'i.r,;.¡,¡WL,,6~ iw.k.,.'.;q¡:.h ';,~j .

.::: .•Erart-29 d~./~·L'eY'3·lIÜJ87';;de"l8:dé'diciémbr~:d'9i"
.Ordenélción1 del'/as~Telecon,uriicacioneS'-':(eri\Cadelárite}~;.
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L.O.T.). vino a dar cumplimiento a dichas Directivas; así
como el Real Decreto 1066/1989. de 28 de agosto. por
el que se aprobó el Reglamento en desarrollo de dicha Ley
en relación con estos equipos. pero su Disposición adicio­
nal segunda mantuvo un régimen especial para las esta­
ciones receptoras de programas de televisión transmitidos
por satélite. configurado por el Real Decreto que ahora
enjuiciamos. al no estar vigente todavía en esas fechas la
obligación dé aceptar por los Estados la autocertificación
posteriormente regulada en la Directiva 91/263/CEE.
Ciertamente. la Ley 39/1992. de 3 de diciembre. ha modi­
ficado el citado arto 29 de la L.O.T. para adaptarlo a las nor­
mas de la C.E.E.. pero todavía no ha sido objeto de modi­
ficación normativa el mencionado Reglamento de desarro­
llo aprobado por el Real Decreto 1066/1989. Sí ha reci­
bido. en cambio. una muy reciente modificación normativa
el problema de las estaciones receptoras de televisión por
satélite. para cumplir la exigencia comunitaria de admisión
de la autocertificación del fabricante. de manera que el
Real Decreto 409/1993. de 18 de marzo. por el que se'
aprueba el Reglamento Técnico y de Prestación del Ser­
vicio deTelecomunicación por satélite deroga el arto 3 del
Decreto objeto de conflicto (Disposición derogatoria úni­
ca 1.a). si bien mantiene la vigencia transitoriamente del
resto de.este DecretQ hasta que se aprueben las condi­
ciones para la adecuada cualificación y homologación téc­
nica de las empresas que realicen servicios de instalación
y mantenimiento (Disposición transitoria primera). estable­
ciéndose en el arto 32 del Reglamento que las estaciones
terrenas receptoras de televisión por satélite tendrán la
consideración de equipo terminal de telecomunicaciones
y deberán cumplir las condiciones técnicas fijadas en el
arto 29 de la LO.T. en su nueva redacción. .

En suma. el Real Decreto .1.20 1/ 1986. objeto del pre­
sente conflictO. ha sido derogado en su arto 3 respecto de
las condiciones de comercialización de los equipos -ar­
tículo que como se verá no ha sido impugnado en los pre­
sEmtes conflictos-. pero mantien.e su vigencia en relación
con los satélites no autorizados por España y respecto de
la instalación y funcionamiento de los equipos receptores
de televisión por satélite provisional, transitoriamente. has­
ta que se regulen las condiciones de cualificación y homo­
logación técnica de las empresas que efectúen estos ser­
vicios (art. 23.4 de la L.O.T.).

Esta evolución legislativa pone de manifiesto que la
normat"iva estatal aquí controvertida. que afecta a un
aspecto técnico de la telecomunicación. ha devenido
obsoleta y de escasa aplicación precisamente por la nor­
mativa de la Comunidad Europea y por la materia sobre
la que recae. sometida a constantes cambios tecnológicos
y subsiguientes modificaciones legislativas. No obstante.
el problema queincumbe.resolver a este Tribunal en sede
de un conflicto de competencias no es si la regulación
vigente es o no .obsoleta o si se adecua al Derecho Comu­
nitario o si resulta conveniente ono el mantenimiento de
un sistema de autorizaciones aunque sea parcialmente.
sino únicamente si la normativa 'estatal discutida encuen­
tra cobertura bastante enlas reglas constitucionales y esta­
tutarias que definen el orden de competencias en la ma-

¡.teria. . . .

. 4. Sentado esto. el Decreto y la Orden controvertidos
intrQdujeron una, 1l0rmativaqlJeal:>ar~a aspectos técnicos
de,la radiocomunicación)1 ~n la qllese ,regula: la norma­
lizélC¡ic?n..y h()1ll01<?gac!Órh,ded9~. equipos raqioeléctricos
(art~:~.d~JDecreto);,lanecesJdad, ~eau!()rizaciónadmini~
tr~~W.a,.R¡;¡rª~lél,.i!:lstalació.n,.y:flJI)Gi5>namientode los.equipos,
(a~y.s!gu!ente de,lp~~r.Qto)t la. aprobación ir1icial delpra:
yeCto;(art¡7:d~IDecr~to~y,:art.5:J· de.:!a O.rd~!1) y laalJt~
rización definitiva:una·vez·eonstatada la 'construcción de
lajhst~laci~n.seg4,rrdit;h()i?roye:c::~p(art5.Z· de:: la Orden);
la,:ll'\sp~cclon)d&:;~éll):~S:tilCIPI1E:l.s.!:r~ceptoral:; (art};,de.~ la.

;,:-

Orden) para evitar que se causen interferencias a otros
usuarios (art. 9.1 del Decreto). etc... El Abogado del Estado
aportó junto a la demanda la Recomendación T/T2 de
1982 de la Conferencia Europea de Administraciones Pos­
tales y Telecomunicación (C.E.P.T.). relativa a la autoriza­
ción para establecer y explotar estaciones terrenas recep­
toras del servicio fijo por satélite. en la que se recomen­
daba. en aquellas fechas. a las Administraciones miembros
que no concedieran autorizaciones gel1erales y se decía
que. si se deseaba conceder autorizaciones,para este uso.
se hiciera de manera individual y teniendó encuenta las
perturbaciones que pudieran causarse a otros servic.ios de
radiocomunicación....

Del mismo modo. es ilustrativo destacar que el arto 1.1
del Decreto y con mayor claridad la Exposición de Motivos
de la Orden expresan que esta ordenación se insertaba en
el marco establecido por el. Real Decreto 2704/1982. de
3 de septiembre. modificado por el Real Decre­
to 780/1986. de 11 de abril. que regUla el procedimiento
para el otorgamientode autorizaciones aplicable. en gene­
ral. a cualquier tipo de estación radioeléctrica. Una dispo­
sición reglamentaria esta última cuya constitucionalidad
desde la perspectiva competencial hemos reconocido en
la STC 167/1993 en cuyo fundamento jurídico 3.0 se ha
afirmado que «ningún reproche de ¡nconstitucionalidad
puede efectuarse a la circunstancia de que la normativa
estatal atribuya al Director General-cle Telecomunicacio­
nes la facultad de conceder autorizaciones para la tenencia
y uso de equipos. aparatos y estaciones radioeléctricas»
(...) y «no se advierten fácilmente los motivos conforme a
los cuales puede afirmarse que el sometimiento al régimen
general de autorización administrativa ha de entrañaren
este ámbito un injustificable obstáculo al ejercicio de las
competencias autonómicas».

Cuanto hasta ahora se ha dicho permite concluir que
la normativa en estos conflictos discutida atiende clara­
mente a aspectos estrictamente técnicos de la comunica­
ción por ondas radioeléctricasy. en' concreto. relativos a
la recepción por emisoras terrenas de programas de tele­
visión transmitidos en servicio fijo por satélite. yque esta
regulación y la· autorización administrativa que se exige
-cuya oportunidad no corresponde al Tribunal Constitu­
cional enjuiciar- tiene por finalidad sustancial la homolo­
gación .y normalización de los equipos e instalaciones y
la evitación de interferencias. Prevalece pues. eltítulo com­
petencial del Estado para ordenar de manera exclusiva la
telecomunicación y la radiocomunicación (art. 149.1.21
C.E.) sobre los aspectos propios de la difusióny recepción
de programas de televisión. preferentemente conexos a
las libertades y~erechos fundamentales que se ejercen
a través dejos medios de comunicación social y a los que
atienden las competencias' autonómicas reflejadas en el
arto 149.1.27 C.E. '. , .

. 5, Enjuicladási:pues. ambas disposiciones desde la
medida o canon de. constitucionalidad. que el. citado
arto 149.1.21 e.E. entraña. la. solución del litigio carece de
mayores cOllJplejidades. pues. prima facie la totalidad de
los preceptosde estasdisposiciones responden al afán de
ordenar un procedimiento para el otorgamiento de áuto­
rizaciones administrativa~.para la Íj1stalación de estacio­
nes receptoras; y..debe.bastarahora.·por tanto. con cons­
tatar si .!os ~oncretQs (,lrtículol) .,discutidos desbordan,esta
finalidad, jntrodllci~.nao.;;e..;eI'\Lel. ámbito;. propio,·}Jel
art. 149.J,2.'Z,C,E::.,;.,,,;,::~;, (~".e.i":.";;-'\(, ":".~ ",r;. ~i;"":f)':'C":'~); ;"J,rlC ,!l

.; ,,,Si: bien ..enlos..eoc,abezamientos de ambas: demandas
fJecpnfliGtQ\parece(irnpugl)ars,~I~i:.totálic,JélJ~debQ89ie~()

,y, de .la_Qr~eQ:di.scu,V.~o~.:.eI}J9~tSUP!is:.o~Y?eniilQ$,razQnéT
mientQS<j.cont,enidQ~!Jl;e.tlt",,ªstdu,l}q.alTlE:l9.tacion.eS¿\ge·,,laS

.demandas,soo~sólo. unos,cuanto~ a,r.tíclJlo.s..de..ampas.dis:;.
l' posiciQnesIQs,queJealroeo~e.s~,recu.r:ren·"Enc90cr~tQ:;los.
;arts~A(;5¡Yi.t~,4etºf3~rf3!0",V,JQ$ªUSe~~t§~:Jt y,S.~e1a.Q~d.Emj'
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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CÓNSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

'. Declarar que la competencia ejercida a través del Real.­
Decreto 12Q1/1986. de 6 de junio. y de la Orden del.,
Ministerio de Transportes. Turismo y Comunicaciones, de .
fecha 30 de diciembre de 1986. corresponde al Estado..

Publíqliese ~ esta Sentencia eneleeBoletín Oficial del
Estado)). .

Dada en Madrid. a quince de julio de milnovecieotbs
noventa y tres.-Firmado: Miguel Rodríguez-Piñero y. Bra­
vo-Ferrer. Luis López Guerra. Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. Carlos de la Vega Benayas. Eugenio bíaz
Eimil. Alvaro Rodríguez Bereijo. Vicente Gimeno Sendra.
José Gabaldón López. Rafael de Mendizábal Allende. Julio
Diego González Campos, Pedro Cruz Villalón. Caries Viver
Pi-5unyer.-Rubricados.' . .

VotoparÍiClJlar que formula. el MagistradoCJon L~is LC5pez
Guerra,yal que se. adhieren los Magistrados don Vicente,' .
Gimeno Seridrá, clon José .Gabf;lldón López, don Rafaerde~
Me!ldizábat'..4l!erfq~"y qon Ca.rles'Yiver Pi-Sl.myer;- enJa
~eÍ1t~qpia: (lic;tada: en·, ~ los" conflictos. de-',c(;irripi!..tencias.-'

""", "~.'.~"'':-!'"':,_'-núrri:_¡.1~.'108/86 ., 624'/0.7' '"', .,"""c_:, ¡...UJ7'¡
~'ljG:-'-:'i.L:!1',"~~·J~;¿,i-t~:~-:~.i.?"t$,~·~:;:·~i; ; :.. ~ ..,<l..... ::;;~ ~._, ;:;.~:..1' ~,~~::~, ~;~t-:S ;,>f;!. ;~~;t\~ ~,,::';:~}

Disiento deJaopini.ón:rnanifestad.a por la,mayoría: pe~;
rn.is-.;,colegas,eo'el Plel'lo¡debTribunal en Jos conflictos,de
cºr:nPetenciª?$icuQ1!Jlados:,,{l(Jrns..~1,1.o8/8E)'o,ú.6Z41ª"lú

vicios que afecten a esta clase de estaciones)) (aparta­
do 3.0

). Unos extremos encaminados al otorgamiento o
revocación de la autorización administrativa y. por ello.
igualmente ubicados dentro de la competencia estatal ex
art. 149.1.21 C.E.

Las facultades estatales de inspección de las instala­
ciones se recogen en el arto 7. Pero siendo las facultades
de inspección de naturaleza ejecutiva y accidentales res­
pecto de las competencias sustantivas. según una muy
reiterada y constante jurisprudencia constitucional
(SSTC 32/1983. fundamentos jurídicos 3. 0 y 4. 0

;

113/1983. fundamento jurídico 3.°; 54/1990. funda­
mento jurídico 3.0

; etc...);yteniendo el Estado potestades
de toda clase en materia de radiocomunicación -tanto
normativas como ejecutivas-o nada puede reprocharse
a este precepto.

, Por último. en el arto 8 se establece la obligación de
que los titulares de estaciones terrenas antes de la entrada
en vigor del Decreto declaren su existencia a la Dirección
General de Telecomunicaciones en un plazo de tres meses
desde la entrada en vigor de la Orden. Un precepto que
intenta respetar las situaciones creadas antes de la orde­
nación de este nuevo fenómeno. al tiempo que busca cen­
tralizar en la mencionada Dirección General la información
necesaria sobre las estaciones receptoras existentes con
el fin de permitir una adecuada ordenación del espectro
radioeléctrico. evitando interferencias entre los usuarios.

7. En suma. las dos disposiciones impugnadas y. en
particular. lo!> concretos preceptos que en los petita de las
demandas se impugnan suponen una regulación que debe
estimarse como un ejercicio de la competencia exclusiva
del Estado para ordenar los aspectos técnicos del dominio
público radioeléctrico (art. 149.1.21 C.E.); todo ello sin per­
juicio de que:-como ya se ha dicho-en la actualidad dicha
normativa haya perdido gran parte de su eficacia norma..
tiva, restrin'giéndose su ámbito de aplicación, y de que se
encuentre aquejada de una clara transitoriedadque puede
conducir a sudesaparición.· -

Habrá. púes. de restringirse el enjuiciamiento a esos con­
cretos preceptos.

El arto 4 del Decreto establece que la instalación y el
funcionamiento de una estación terrena receptora deberá
estar amparada por la autorización administrativa expedi­
da por la Dirección General de Telecomunicación. Se trata
del ejercicio de una potestad de ejecución que en razón
de la materia sobre la cual se concede la autorización admi­
nistrativa. que atiende a aspectos técnicos del dominio
público radioeléctrico. se sitúa en la competencia estatal
sobre radiocomunicación.

. El art.5 del Decreto se limita a prever que las solici­
tudes pueden presentarse bien directamente ante la citada
Dirección General o por medio de las Jefaturas Provincia­
les de Comunicaciones ~n la forma prevista en el arto 66
de la vieja Ley de Procedimiento Administrativo; a la par
que se contempla la documentación que es preciso acom-

l' pañar.a la solicitud. muy especialmente el proyecto de ins­
talación y el pliego de condiciones técnicas redactado por
ciertos peritos en la materia. Estos extremos de la orde­
nación del procedimiento entran también en el terreno del
arto 149.1.21 CE. como consecuencia inevitable de que
en ese título competencial encuentre cobertura la autori­
zación administrativa cuya forma de solicitud. requisitos
y lugar de presentación aquí se regula.

En el arto 7 se establece una norma meramente instru­
mental de la autorización administrativa que el arto 4 del
Decreto exige: el dato obvio de que dicha autorización. en
cuanto acto. de verificación reglada. se expedirá a la vista
de la documentación aportada.
. Dentro del arto 8 del Decreto. se contempla una limi­

tación a la autorización administrativa en su caso conce­
dida: se faculta a los titulares únicamente para la recepción
de programas de televisión. con expresa exclusión de cual­
quier otra clase de comunicaciones. así como de la divul­
gación del contenido u otro uso no amparado por la auto­
rización. Un mandato que debe ponerse en conexiónc~n
la Disposición adicional primera del mismo Decreto donde
se afirma que de conformidad con la Ley 46/1983. de 26
de diciembre, "reguladora del tercer canal de televisión. el
Decreto discutido no habilita para la difusión. distribución
o transmisión de señales captadas por una estación terre­
na fuera del ámbito comprendido en la autorización admi­
nistrativa; ycon la propia Disposición adicional primera de
la citada Ley reguladora del tercer canal que reserva en

'. exclusiva a RTVE para todo el territorio español los siste­
mas de emisión y transmisión mediante cable. satélite. o
cualquier otro procedimiento de difusión destinado media­
ta o inmediatamente al público; un precepto cuyo alcance
analizamos en las SSTC 21/1988 (fundamentos jurídi-

~. c_o,s ~tx~.O) y 154/1:98~Jfundamentoj,urídic04.0). ,

6. La Orden que viene a desarrollar el Decreto impug-.
nado prescribe en su .al:1. 2 que las solicitudes se ajusten
él un modelo que figura en un Anexo a la Orden. Se trata
claramente de un precepto meramente auxiliar e instru­

.mental de la exigencia de autorización administrativa y
que. por ello. permanece dentro de la competencia exclu­
siva que el Estado posee para ordenar la radiocomunica­
ción.

El arto 5de la Orden, en sus tres apartados. diseña un
procedimiento" que sustancialmente consiste en una apro­
bación inicial del proyecto técnico presentado con lasoli-'
citud, -y la necesidad de presentar luego. en el plazo de;
unaño~ una certificación de haber construido la emisora>
tetrenaconformeal proyecto,' para alcanzar la -aprobación

• defjnitiva;~se prevé también la posibilidadde-quela Diree-f
r : ción GeheraldeJ"elecomunicacionesdecrete lacaducidad­
t' de la autorización administra~ivapordiversas causas, entre-r
';:r las<quese'encuantrala existencia de eeAcuerdosinterna-iJ
\{: ci(;>naleS'~que'obliguen; acEspaña 'o dedisposiciones'~de~
~\' átnbitolriacibnat; relativás:a' la'reestructuracióride·los seraj: . .
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nicaciones, no son suficientes para fundamentar la reserva
estatal, frente a las pretensiones del Gobierno Vasco al res·
pecto. Por tanto, para determinar a quién corresponde la
competencia disputada se hace necesario precisar en qué
otro título competencial debe encuadrarse el objeto de la
controversia, esto es, esencialmente, la autorización de la
instalación de antenas parabólicas (o. más precisamente.
como se vió. «estaciones radioeléctricas receptoras de pro­
gramas de televisión transmitidos por satélite de teleco­
municaciones de servicio fijo por satélite», según la dicción
del arto 1.1 R.D. 1201/88).

Como acto de autorización, la competencia que se dis­
cute se integra. sin duda,.en la. categoría de «competencia
de ejecución». El Gobierno Vasto mantiene que. al no tr~­

tarse de ordenación de '1as telecomunicaciones. debe
entenderse que nos hallamos en el campo del régimen de
radio y televisión y demás medios de comunicación social,
en donde la Comunidad Autónoma dispone de la compe­
tencia de ejecución. de acuerdo con el arto 19.1 y 2 de su
Estatuto de Autonomía. Ahora bien, este título competen­
cial no deja de presentar dudas para su apreciación: ¿en
qué medida puede estimarse que la instalación de una
antena para captar programas de televisión por satélite
incide. de algún modo en el régimen de los medios de
comunicación social? Ese tipo de instalación (predominan­
temente para utilización individual o familiar). dentro de
los límites legales existentes, tiene incidencia. primaria­
mente. en el ámbito del propio hogar. y correlativamente.
en aquellos ámbitos que usualmente pueden verse afec­
tados por la instalación de aparatos industriales (eléctricos
o de otro tipo) que pudieran producir molestias. oque exi­
jan alguna regulación de calidad o seguridad.

En consecuencia. a mi modo de ver, nos hallamos ante
una materia inserta en la competencia sobre autorización
de inslatación de productos industriales: lo qLie se inscribe
naturalmente dentro del título recogido como competen­
ciade la Comunidad Autónoma Vasca en el art.10.30de
su Estatuto.Prueba. según mi critedo. de esta más correcta
definición de la instalación en cuestión (p~sando de'ser
considerada elemento técnico dela ordenación de la radio­
comunicación. a la'más modesta condición de'electrodo­
méstico familiar) es la exposición que la Sentencia lleva
acabo sobre la evolución legislativa y comunitaria del tra­
tamiento de esta materia. tendente. como expresamente
se dice. ala «libertad de comercialización))· de este tipo de .
equipos de recepción. No se trata. pues. de'que esa'evo­
lución altere la naturaleza dela materia: más bien. se trata
de que pone de manifiesto que nunca fue elemento tée-.
nico del sistema de telecomunicaciones; " , '.

Por todo ello. estimo que la competencia de que se·
trata corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vas­
co. y en tal, sentido debió haberse pronunciado·laSenten­
cia.

, Madrid•.a 'qu¡'nce de')uliode mIl novecientoúloventá
y tres.~Firmado: Luis LÓpezGuerra.VicenteGimeno Sen­
dra. JoséGabaldón López. Rafael de Mendizábal Allende.
Caries Viver Pi-Sunye,r:.-RUbricados. .

20986' Sala Segimda:Sentencia245/1993; de'19 de
julio de 1993:Recursode amparo 936/1990;
Contra Auto .de la Sala de 10 Socia/del T:.S.J.
de' Galicia; 'dic'tado en'proceso sobre ejecución'

",.' " ,'. ·.·.'.·3:.deSentehcia que había deClarado la'nulidadde/
'ó .... ;:···t'¡:",-;;/'despido de tarecurrente.'Supuesta'Vulneración'
.';-;;1,-;',.;) ~:,':f'~del derecho(ada tutelajudiciatefectivaf:cadrf.,)

',";;,U 'Ó>U' JI Cidadde la acción ejercitadaifri'Sólicitud'deeje.."
"iY:j!1 ''',:-''6:' :cución':déSentenciaJí ;:¡+"lr,:~~,üf~é,+ic;~¡;>:'tu!; ci ,..,b
o¡:~?!~ "~~~~'s~-;:~"~:_-<{:':{)h'';f1 d'::;~~\~~'" :w;;, .n i.!>,'~~~rrn~ú ~ ,~:;'f ,-;:;~tt"";":·S'(., -ir~ :.j:~ 'oé~:-j::(r;:,,:::~ ~

1IOütLa;.;Sala;-Segunda,;del)Tr:ibui1al;:Constitucionak¡co~.)

:puestapordonLuis,LópezGuérra;:Bresidente;doQEugeni~"
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A la luz del fallo de la Sentencia que refleja esa opinión,
debe considerarse que es competencia del Estado la auto­
rización administrativa de las «estaciones radioeléctricas
receptoras de programas de televisión transmitidos por
satélite» (art. 1.1 R.D. 1201/86), programas «destinados
en última instancia, al público» (art. 2, del mismo R.o.). De
los términos empleados por la normativa que se impugna
se desprende que el objeto de la autorización .se refiere
a las instalaciones para captar o recibir emisiones de tele­
visión; instalaciones que se prevén para uso individual o
para complejos (residenciales u hoteleros) de extensión
limitada por la exigencia de que los medios de conexiófl
utilizados no deberán transcurrir «a través de vías públi­
cas» (art. 6.1 R.o. 1201/86). Se trata, pues, de las insta­
laciones que. con el nombre de «antenas parabólicas» se
han popularizado en los últimos años, convirtiéndose en
un elemento presente en muchos hogares familiares y
establecimientos públicos. De acuerdo con el R.o. que
impugna el Gobierno Vasco, la instalación de tales antenas
deberá estar amparada por una autorización que deberá
solicitarse ante la Dirección General deTelecomunicacio­
nes del Ministerio de Transportes. Turismo y Comunica­
ciones (bien directamente; dice el arto 5 del R.D. 1201/86,­
bien por intermedio de las Jefaturas Provinciales de Comu­
nicaciones. o bien «en la forma prevista por el arto 66 de
la Ley de Procedimiento Administrativo»); Dirección Gene­
ral a la que corresponderá expedir. en su caso, la autori­
zación administrativa correspondiente.

La atribución al Estado de la competencia para la auto­
rización de la instalación de antenas parabólicas la funda
la Sentencia de la que disiento en la reserva en favor del
Estado efectuada por el arto 149.1.21 de la Constitución.
relativo a la competencia exclusiva en materia de «correos
y telecomunicaciones». Es en este aspecto en el que se
centrami discrepancia: ~onsideroque extender esa reser­
va. como se hace en la presente Sentencia. supone dar
una amplitud al título competencial en cuestión que des­
borda una interpretación lógica del correspondiente pre­
cepto constitucional. La misma Sentenciaadvíerte de la
fuerza expansiva del título competencial del arto 149.1.21
(fundamento jurídico 2.0

) que exige inevitables cautelas en
su aplicación; pero estimo que esas cautelas debían haber­
se adoptado también en el presente caso.

Concurro con la· Sentencia en que quedan dentro de
la competencia estatal exclusiva ex arto 149,1,21 C.E. los
«aspectos técnicos claramente atinentes a la regulación
del soporte o instrumento del cual la radio y la televisión.
se sirven -las ondas radioeléctricas. hertzianas o electro­
magnéticas.....)) (fundamento jurídico 2.(»; Ahora' bien. la'
misma Sentencia justifica esa reserva en cuanto dirigida
a Ordenar el dominio público radioeléctrico. Tal es la doc­
trinadel Tribunal Constitucional fijada. últilTlamente. enla
STC 168/93. Pero para mí es evidente que 'Iaconcreta
delimitación de esos «aspectos técnicos» debe realizarse
partiendo de que no cualquier relación de una materia con
los i.nstrumentos de que se sirven la radio y la televisión
supone que ello coloca a esa materia dentro de la com­
petenCia exclusiva estatal. Ciertarpente. todos aquellos
elementos que puedan afectar significativamente al siste-

~. ma de telecomunicaciones incidiendo en su funciona­
hmie.nto.y buen orden. deben. quedar. razonablemente; y
~ dadas las caracteristicas del espacioelectro-magnético.

..' sujetas auna actuación unitaria.,que repartafrecuencias
y-eviteinterferencias. Pero no córisideroque sea parte del
sistema··deotelecomUnicaciones.oquepuedaincidiren su'

. buen<funcionamiento.la instalación de antenas parabóli-,
cá5,':destinadas a recibir programas·de.televisi(m dirigidos.
al, públicd"~'La:'brdenación.del: dominio~público.radioelée-­
tricoy la' instalaci6ride·uhaantena parabólica,se sitúan.

. ami'jiarecer/en dimensior1esdistintas;;;, r.'~·Si)1'''J.(i·¡;';>":<¡ "
, '~~Htai1();' pbr:tant67de<la 'cotlsideracióri::de'qiJéi las;l>re..~
. '. visiones de•.'art;:;¿14g)1.2,lIrelativa~a'corréos,y4elecomlF'


